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La cultura se ha convertido en nuestros días en una categoría políticamente relevante y el res-peto de las diferentes culturas ha pasado a ser parte integrante del principio de igualdad. La diversidad cultural ha sido encumbrada en los 
últimos años como asunto digno del más detallado escru-
tinio en los debates públicos. Y ha sido justo a partir del 
ocaso de los grandes relatos modernos de emancipación 
social y, en particular, a partir de la caída del muro de 
Berlín, como acontecimiento emblemático de dicho pro-
ceso histórico, cuando han arreciado con mayor fuerza 
las demandas de reconocimiento de los diferentes gru-
pos nacionales y minorías culturales. Desde entonces, las 
discusiones políticas en torno a la categoría de identidad, 
sobre todo en su dimensión colectiva, han convertido a 
la cultura en un auténtico campo de batalla. 
Las distintas manifestaciones culturales, en parti-
cular la lengua y la religión, en cuanto que relevantes 
productores sociales de identidad, son utilizadas como 
arietes en la contienda política diaria. Su ubicuidad se 
ve facilitada en gran medida por el hecho de que las lu-
chas por la distribución de recursos y bienes materiales 
se han visto desplazadas por la primacía mediática que 
han alcanzado los conflictos de reconocimiento, pese a 
las dificultades que existen en muchos casos para dis-
tinguir entre ambas cuestiones. 
En los países más desarrollados, que son también 
quienes disponen de mayor capacidad para exportar 
sus propios debates teóricos, se ha aminorado cierta-
mente la intensidad de las luchas sociales y políticas 
por la distribución de los recursos básicos. Aunque 
esta circunstancia dista mucho de poder ser universa-
lizada al conjunto del planeta, se ha ido configurando 
un nuevo entorno político-social en el que la cuestión 
de los derechos culturales ha podido saltar a la pales-
tra, dando así una proyección pública a aspectos sim-
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Los denominados derechos culturales pueden ser 
englobados bajo la prestigiosa figura de los derechos 
humanos, aunque no precisamente con la dimensión 
colectiva con la que sus más ardientes partidarios sue-
len formularlos. De hecho, el artículo 27 de la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos (DUDH), 
que proclama el derecho que le asiste a toda persona 
“a tomar parte libremente en la vida cultural de la co-
munidad”, así como el conjunto de esa Declaración, 
obedece fundamentalmente a una filosofía de corte in-
dividualista. Ese artículo no ampara directamente las 
reivindicaciones culturales formuladas por grupos y/o 
comunidades. Ni tampoco de los otros instrumentos 
que lo desarrollan, como el Pacto Internacional de los 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se deri-
va una protección jurídica para contenidos culturales 
determinados, ni se sustenta guisa alguna de «conser-
vacionismo» cultural, sino exclusivamente la promo-
ción de un espacio público que haga posible la libre 
generación de las diferencias culturales y el acceso a 
sus manifestaciones. Este exiguo anclaje normativo de 
los derechos culturales impide, en cualquier caso, que 
grupo cultural alguno imponga 
restricciones internas a sus miem-
bros para garantizar la perviven-
cia de determinados patrimonios, 
prácticas o hábitos culturales.
En sintonía con la letra y el 
espíritu del citado artículo de la 
DUDH, los derechos culturales 
no pueden concebirse como dere-
chos colectivos, sino como derechos individuales que 
“garantizan a todos los ciudadanos un acceso igual a los 
contextos culturales, a las relaciones interpersonales y 
a las tradiciones, en la medida en que son esenciales 
en el desarrollo y aseguramiento de su identidad per-
sonal”, tal como sostiene Jürgen Habermas (Entre na-
turalismo y religión, Paidós, Barcelona, 2006, pág. 273). 
La cultura, pues, se encuentra subordinada como tal a 
la voluntad y a los intereses del individuo, y no al revés, 
pues este es siempre quien ha de decidir preservar o no 
una determinada faceta de su propia identidad. Proce-
der de otra manera sería caer presos en la cárcel de la 
cultura y en la trampa de la identidad. Por encima de 
cualquier tipo de abstracción, el bien a proteger es la 
primacía moral y también jurídica del individuo, pues, 
en definitiva, y como arguye el mencionado filósofo 
alemán en ese mismo escrito, “una cultura como tal 
no posee las cualidades necesarias para ser un sujeto 
de derecho, pues no puede satisfacer por sí misma las 
condiciones de su reproducción, sino que depende de 
la apropiación constructiva por parte de intérpretes” 
(pág. 305). Son, en definitiva, los ciudadanos quienes 
poseen derechos culturales; las culturas como tales no 
tienen derechos. La cultura está a disposición de las 
personas y no al contrario.
Sin embargo, la «culturización» de la esfera polí-
tica, gracias al uso de un lenguaje de identidad de gru-
pos, es, como ya se ha indicado, un proceso en constante 
avance. Esta tendencia se concreta en dos direcciones en 
cierta manera convergentes: por un lado, se trazan po-
líticas públicas que diferencian los derechos de los ciu-
dadanos de acuerdo con su afiliación étnica y, por otro, 
se anteponen las demandas étnico-culturales (particu-
larmente, las de índole religiosa y lingüística) a las rei-
vindicaciones de clase. Es más, estas últimas cuestiones 
y los conflictos provocados por los intereses materiales y 
las diferencias ideológicas se obvian como si ya no exis-
tieran o hubieran sido superados por arte de magia. 
La antigua lucha materialista por la justicia social 
acaba siendo sustituida por una multitud de batallas 
por el reconocimiento de la diferencia identitaria. Lo 
étnico-cultural se entroniza como la división primor-
dial, origen y motor básico de la movilización política 
y de la acción colectiva. Un ejemplo paradigmático de 
este fenómeno nos lo ofrece el modo en que con fre-
cuencia se aborda la cuestión de la 
inmigración: se pone el acento en 
el riesgo que la misma implica para 
el mantenimiento de la identidad y 
la esencia de la sociedad recepto-
ra. Y, sin embargo, dicha cuestión 
está, en el fondo, más relacionada 
con la pobreza que con el temor 
que provocan los rasgos culturales 
de los inmigrantes. Se «culturiza» lo social, es decir, 
se tratan de una manera cultural los problemas que 
no interesan abordar en términos de estricta justicia. 
Se estaría entonces sublimando como problema cul-
tural de lo que no es sino una diferencia económica y 
de condición social o, lo que aún sería peor, se estaría 
utilizando de manera interesada la diferencia cultural 
para justificar la desigualdad en el acceso y el ejercicio 
del poder y la riqueza. El tratamiento de las cuestio-
nes de identidad y diferencia cultural distará mucho 
de ser integral si está disociado de una comprensión 
más amplia de realidad social que abarque también a 
la estructura política y económica.
Si se desea evitar que la diversidad cultural se eri-
ja en una nueva fuente de discriminación y desigual-
dad social, ni la cultura ni la ascendencia étnica ni la 
procedencia nacional han de convertirse en marcador 
de distinción social y menos aún en factor decisivo de 
nuevas formas de exclusión. En definitiva, el alcance 
de los derechos culturales ha de estar siempre acotado 
por el conjunto de los derechos humanos. a
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